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PRESENTACIÓN

En el campo del derecho internacional de los derechos humanos, uno de los temas de especial interés ha sido el estudio de los sistemas internacionales de protección; tanto el de Naciones Unidas, como los regionales.

Se ha escrito y reflexionado mucho sobre su surgimiento, mandato, organización y facultades; así como sobre los desarrollos jurisprudenciales para la protección de los derechos humanos, el diálogo entre sistemas, el cumplimiento de sus decisiones, su efectividad, el acceso a los mismos, entre otros aspectos.

De manera adicional, merece la pena advertir que, en la actualidad buena parte de los países incluyen en sus ordenamientos jurídicos cláusulas de apertura al derecho internacional de los derechos humanos, de diferente alcance y en distintas modalidades. Ello ha conducido a sostener su constitucionalización y a que cada vez más, en los ámbitos legislativo, jurisdiccional y ejecutivo, se haga referencia a los tratados, las normas y los desarrollos jurisprudenciales que forman parte del mismo.

Por su parte la academia se ha visto interpelada de diversas maneras por la intersección entre ambos aspectos: el interés por el derecho internacional de los derechos humanos y su utilización a nivel nacional.

En abril de 2015 se creó el Observatorio del Sistema Interamericano de Derechos Humanos en el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México, como un espacio de naturaleza académica, que tiene como finalidad difundir las decisiones que adoptan los dos órganos que integran el sistema regional (en particular aquellas sobre México o que tienen relevancia para el contexto nacional). Pero también se busca impulsar iniciativas de formación, establecer vínculos con actores académicos y de la sociedad civil y abrir espacios para difundir trabajos de investigación sobre el sistema interamericano.

Este último objetivo motivó el surgimiento de la Colección Estándares del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, miradas complementarias desde la academia, impulsada en colaboración con la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, donde se publicaron once fascículos sobre diferentes temáticas, tales como: control de convencionalidad; estándares para niñas, niños y adolescentes; arraigo; la justiciabilidad de los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos; las obligaciones generales de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; los derechos de los pueblos indígenas y tribales en los sistemas de derechos humanos; derechos de personas jurídicas; y derechos de personas mayores.

Como su título lo indica, la Colección puso énfasis en la sistematización y análisis de los estándares interamericanos, incluyendo los desarrollados en otros sistemas de protección o tribunales constitucionales, proponiendo vías para su implementación y problematizándolos respecto a sus límites y desafíos de cara a la realidad regional.

Ahora es momento de dar un giro a la perspectiva de los textos de esa Colección. Para ello, hemos decidido impulsar un nuevo proyecto editorial intitulado Serie Reflexiones Académicas sobre el Sistema Interamericano de Derechos Humanos. El objetivo seguirá siendo la difusión de investigaciones académicas sobre diferentes temas del sistema regional, pero buscamos ir más allá de la sistematización de los estándares, para lograr un abordaje exhaustivo y profundo de temáticas actuales y relevantes. 

De esta manera, la Serie mantendrá abierto un espacio editorial para difundir investigaciones con alto rigor académico sobre temas centrales o de actualidad en el sistema interamericano.

Estoy convencido de que la reflexión académica juega un rol relevante para pensar críticamente y difundir las decisiones que se adoptan en el Sistema Interamericano, pero también para generar insumos e ideas que puedan resultar de utilidad para la Comisión y la Corte Interamericanas de Derechos Humanos.

El quehacer académico es imparcial pero no tiene que ser neutral. En este sentido, las investigaciones que se pretenden publicar también buscan nutrir las reflexiones al interior de los dos órganos y, en la medida de lo posible, facilitar la aplicación de los estándares interamericanos en sede nacional, para la protección y vigencia de los derechos humanos en México.

Es así que, en la presentación del Observatorio del Sistema Interamericano de Derechos Humanos expuse que si bien dicho espacio “será, como debe serlo toda iniciativa académica, un proyecto imparcial y autónomo en sus dinámicas y proyectos (…) no es un espacio neutral. Frente a las tensiones entre los poderes y los órganos de garantía de los derechos humanos, se coloca de parte de los segundos.”

Hoy, con agradecimiento a las personas académicas que han hecho posible la agenda del Observatorio durante más de un lustro —y, en particular a su coordinadora, Magdalena Cervantes Alcayde—, con convicción, lo reitero.

Pedro Salazar Ugarte  Ciudad Universitaria, 10 de diciembre de 2021





I. INTRODUCCIÓN

En el mes de junio de este año 2021, dos de las más trascendentales reformas en materia de derechos humanos cumplieron una década en nuestro país: las reformas constitucionales del 6 y 10 de junio de 2011. Mucho se ha escrito sobre ellas y mucho más está por escribirse. Para quienes desarrollamos este modesto estudio es claro que uno de los ejes estructurales del actual modelo constitucional en México es la integración normativa (bloque de constitucionalidad) entre el derecho internacional de los derechos humanos y el derecho constitucional, y en este proceso de integración, la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante, también Corte Interamericana, Corte IDH o Corte) tiene un rol fundamental y fundacional.

Fue en el marco del debate sobre la naturaleza jurídica de dicha jurisprudencia que surgió y se consolidó la Contradicción de Tesis 293/2011 (pieza judicial clave del constitucionalismo mexicano contemporáneo) y, sin duda, al estudiar más a fondo dicha jurisprudencia de la Corte IDH surgirán nuevos avances en materia de derechos humanos en el país y en Latinoamérica.

Así, consideramos que uno de los elementos de la jurisprudencia contenciosa de la Corte IDH que debe estudiarse con rigor es el estándar de víctima. Esta preocupación no es meramente conceptual, sino que presupone más bien una postura ética a partir de la cual es imperativo tomarnos en serio el principio favor victimae y para ello, se deben delimitar claramente los contornos y alcance del estándar de víctima de violaciones a los derechos humanos.

El texto actual de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM), incorpora el concepto de violaciones a los derechos humanos (y con éste el de víctima) con especial énfasis. Aunque dicho concepto ya se encontraba en el apartado B, del artículo 102, en el actual modelo constitucional es incorporado en dos normas cardinales: el artículo 1o., tercer párrafo, y el artículo 103, pasando inclusive a ser la materia misma del juicio de amparo.1

El presente estudio busca ofrecer un primer insumo, esencialmente descriptivo, del contenido y desarrollo de la jurisprudencia de la Corte IDH en materia de víctimas. El primer capítulo, ofrece un análisis dogmático de las sentencias de reparaciones de los 284 casos en los que la Corte IDH ha analizado cuestiones de fondo y declarado violaciones a derechos humanos por lo menos para una víctima. Lo que pretendemos en este apartado es realizar una tarea tanto descriptiva como de sistematización de dichas sentencias, sin perjuicio de realizar también un análisis de lo que Courtis2 denomina sententia lata, asumiendo el contenido de las sentencias como premisas válidas y proyectando sus consecuencias de cara al sistema interamericano como un todo.

En el segundo capítulo presentamos los principales hallazgos estadísticos del análisis realizado a los 284 casos en los que la Corte Interamericana ha reconocido a las diversas víctimas; el estudio, además de reportar el número de víctimas y familiares, y sus relaciones por país, pretende visibilizar la situación de discriminación y violencia estructural que han enfrentado la mayoría de las víctimas que llegan ante el Sistema Interamericano. Para lograrlo, construimos categorías de análisis que aplicamos a cada sentencia y que nos han permitido definir los siguientes grupos en situación de vulnerabilidad: niñas, niños y adolescentes; personas mayores; mujeres; personas LGBTI; personas privadas de la libertad; personas con discapacidad; personas con VIH; personas migrantes; personas, comunidades y pueblos indígenas, y personas que se encuentran en situación de vulnerabilidad en razón de la actividad que desempeñan.

En el tercer capítulo, la persona lectora encontrará un análisis sobre la evolución de las facultades procesales reconocidas a la representación de las víctimas a través de los cambios sobre esta figura en los Reglamentos aprobados por la Corte Interamericana, así como en su jurisprudencia, asumiendo, al igual que en el primer capítulo, un análisis de sententia lata. Además, presentamos un análisis muy breve sobre las figuras del interviniente común y de la defensoría interamericana.

Por último, aprovechamos esta breve nota introductoria para agradecer especialmente el apoyo, la inteligencia emocional y la generosidad desbordada de nuestra colega y amiga Magdalena Cervantes Alcayde, coordinadora del Observatorio del Sistema Interamericano de Derechos Humanos del IIJ, al abrirnos este espacio y animarnos a concluir en tiempo y forma este producto académico.

Asimismo, dejamos constancia de nuestra gratitud con Fátima Samantha Mateos Magallón, Nayovi Montes de Oca Salgado, Eva Le Ray, Yolanda Rodríguez, Mariana Mascorro Osorio, José Alberto Sahagún Pérez y Néstor Armando López Tapia, reconociendo el compromiso de estas talentosas personas que nos apoyaron en la exigente tarea de capturar y sistematizar la información de las cerca de 300 sentencias que nos sirvieron como base para nuestros análisis.





II. CONCEPTO DE VÍCTIMA EN LA JURISPRUDENCIA DE LA CORTE INTERAMERICANA

Como ya tuvimos oportunidad de desarrollarlo en un trabajo anterior,3 el concepto de víctima es un concepto jurídico fundamental para el derecho de los derechos humanos y específicamente para la teoría de la responsabilidad del Estado por violaciones a derechos humanos.4

En este sentido, en el marco de su función contenciosa, la Corte Interamericana es uno de los organismos internacionales que mayores aportes ha hecho a la delimitación del concepto de víctima en su dimensión sustantiva.5 A la fecha en que se consolida este estudio,6 la Corte ha resuelto 296 casos contenciosos, en cuatro de ellos no ha entrado al análisis de fondo,7 en ocho no ha declarado responsabilidad internacional de los Estados demandados8 y en los restantes 284 sí ha dictado sendas determinaciones de responsabilidad internacional; son estos últimos los que sirven como base para identificar los elementos del concepto (sustantivo) de víctima en la jurisprudencia de la Corte IDH.

1. Primeras decisiones de la Corte Interamericana

La Corte IDH, en su primer pronunciamiento (Asunto Viviana Gallardo), al referirse al procedimiento ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante también Comisión Interamericana o CIDH) estableció que éste permite el ejercicio de importantes derechos individuales, principalmente a las víctimas, señalando que tanto la Corte como la Comisión deben preservar para las víctimas, la totalidad de los recursos que la Convención establece para su protección y, específicamente, que la CIDH es el órgano competente para recibir denuncias individuales presentadas por las víctimas de violaciones de derechos humanos.9

De estos apartados transcritos queda claro que el concepto de víctima ha estado anclado en el lenguaje jurídico de la Corte IDH desde su primer pronunciamiento,10 pese a que dicho concepto no se encuentra explícito en la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante también Convención Americana o CADH) en ninguno de sus artículos.11

Cuatro años después de emitir su pronunciamiento (sui generis) en el asunto Viviana Gallardo, la Corte IDH emite sus primeras tres sentencias el 26 de junio de 1987.12 En dichas sentencias, la Corte por primera vez estudia la excepción del previo agotamiento de los recursos internos interpuesta por el Estado de Honduras, en virtud del artículo 46 de la CADH.

Al revisar la regla del previo agotamiento de los recursos internos en la esfera del Derecho Internacional de los Derechos Humanos (DIDH), la Corte IDH hace una interpretación sistemática del artículo 25.1 (junto a los artículos 1.1 y 8.1) de la CADH recordando la obligación de los Estados de “suministrar recursos judiciales efectivos a las víctimas de violación de los derechos humanos” (subrayado propio).13 En este primer pronunciamiento sobre el tema, la Corte establece diversos elementos sobre el estándar de agotamiento de los recursos internos y declara su “sensible aproximación a la materia de fondo”;14 sin embargo, lo que nos interesa destacar en este punto es que si bien el artículo 25.115 de la CADH no se refiere a víctimas sino a “todas las personas”, el criterio de la Corte IDH implica que los recursos judiciales efectivos se deben suministrar a todas las personas respecto de las violaciones a los derechos humanos, de manera que, para la Corte el concepto de víctima está implícito en el de violación a derechos humanos. Así, es válido colegir que, en su primera y más básica acepción, para la Corte Interamericana víctima es “toda persona”16 a la que se violen sus derechos humanos.17

Así, desde su primera sentencia, la Corte IDH aclara que la protección internacional de los derechos humanos, como la que brinda el Sistema Interamericano, “radica en la necesidad de salvaguardar a la víctima del ejercicio arbitrario del poder público”.18 Este entendimiento del estatus de víctima, aun cuando se realizó en el marco del análisis de una cuestión procesal (la regla del agotamiento de los recursos internos),19 dista mucho del concepto adjetivo de víctima que está en vigor en el Reglamento de la Corte IDH, puesto que las víctimas de la violación son tales ya en sede interna y la protección internacional surge como remedio (subsidiario o complementario) cuando el propio Estado falla en proveerles recursos efectivos, configurando con esta falla una nueva violación, además de la inicial respecto de la que no se ha provisto protección judicial efectiva. Así, las víctimas son tales por la ocurrencia del hecho u omisión que afecta negativamente sus derechos y no porque una autoridad nacional o internacional lo establezca formalmente al atribuirle responsabilidad internacional al Estado de que se trate.

En nuestro criterio, la determinación y establecimiento de la responsabilidad (nacional o internacional) del Estado no tiene efectos constitutivos sino meramente declarativos y, por ende, las víctimas lo son por la ocurrencia de la violación y no por la declaración formal que se haga de ésta. Ilustra este punto el Caso Cayara vs. Perú en el que por cuestiones procesales la Corte IDH no conoció de las violaciones a los derechos humanos respecto de la identificación que hizo la CIDH en el ámbito de sus competencias, de “40 personas como víctimas de ejecuciones arbitrarias y de desapariciones, [y de] ocho personas como torturadas” a manos del ejército de dicho país. La Corte no pudo conocer el fondo del caso porque la demanda respectiva fue interpuesta por la Comisión fuera del plazo establecido en el artículo 51.1 de la Convención.20 Claramente la Corte no reconoció como víctimas a estas 48 personas que fueron ejecutadas o torturadas, pero sería una postura inaceptablemente formalista asumir que estas 48 personas no son víctimas de violaciones a derechos humanos porque la Corte no las reconoció como tales.

Lo anterior no implica desconocer la importancia de los mecanismos de responsabilización del Estado, como los procedimientos contenciosos seguidos ante la Corte IDH en los casos concretos, puesto que tales procedimientos representan una esperanza para el acceso a la justicia de las víctimas de violaciones a derechos humanos; gracias a ellos muchas víctimas concretas de la región han podido alcanzar reparación integral de los daños a sus derechos que, de otra forma no hubieran obtenido, y también en el marco de dichos procedimientos se ha venido decantando una muy nutrida jurisprudencia sobre la protección de las víctimas en el hemisferio americano, inclusive una importante tipología de víctimas, tal como analizaremos en este texto.

2. El concepto de “parte lesionada”

El artículo 63.1 de la CADH, establece:


1. Cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en esta Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su derecho o libertad conculcados. Dispondrá asimismo, si ello fuera procedente, que se reparen las consecuencias de la medida o situación que ha configurado la vulneración de esos derechos y el pago de una justa indemnización a la parte lesionada.



El artículo transcrito permite identificar las consecuencias de que la Corte IDH atribuya una responsabilidad a los Estados, cuando decide que están acreditadas violaciones a los derechos humanos. En dicho enunciado convencional se establecen diversos elementos que dan contenido a la obligación de reparar, como una obligación jurídica secundaria, derivada de las obligaciones generales (primarias) de respetar y garantizar los derechos humanos.

Como ya se ha señalado, el estatus de víctima de violación a derechos humanos no tiene como condición necesaria la atribución de responsabilidad internacional a un Estado, ya que es la violación misma al derecho la que lo acredita; sin embargo, dicha atribución sí es condición suficiente para tales efectos. Empero, para lo que sí es condición necesaria la atribución de responsabilidad al Estado, en el marco del procedimiento contencioso ante la Corte IDH es para que las víctimas sean reconocidas como parte lesionada, en los términos del artículo 63.1 de la CADH.

En nuestro criterio, como ya tuvimos oportunidad de observarlo,21 el concepto adjetivo de víctima que está en el Reglamento actual de la Corte IDH es innecesariamente restrictivo, por lo que consideramos que la Corte IDH podría ejercer su competencia reglamentaria y derogar los conceptos adjetivos de víctima (artículo 2.33) y presunta víctima (artículo 2.25) y en su lugar establecer los de persona lesionada y persona presunta lesionada, significando uno y otro lo siguiente:


	
Persona lesionada: significa la persona cuyos derechos humanos han sido violados de acuerdo con sentencia proferida por la Corte.

	
Persona presunta lesionada: significa la persona de la cual se alega han sido violados los derechos protegidos en la Convención o en otro tratado del Sistema Interamericano.



Además de ser conceptos más fieles a la redacción original de la CADH (interpretación gramatical), abona a no desconocer como víctimas a aquellas personas que sí lo son, pero que por diversas cuestiones adjetivas no pueden ser reconocidas como tal en una sentencia de la Corte IDH, con lo que la forma jurídica no se impone a la realidad de los hechos victimizantes y se permite que dichas víctimas puedan mantener, sin desmedro22 su lucha por sus derechos en otras sedes e instancias.

Estos conceptos también abonan a lograr en mayor medida la finalidad (interpretación teleológica) de buscar la mayor protección de las víctimas. Asimismo, debe considerarse que en la práctica judicial de la Corte IDH el concepto de parte lesionada ha sido utilizado durante todo el desarrollo de la jurisprudencia de la Corte en materia de reparaciones.

De esta suerte, debe entenderse que en los casos ante la Corte IDH no todas las víctimas son reconocidas como parte lesionada,23 pero todas las personas reconocidas como parte lesionada son víctimas.

3. Las víctimas como parte lesionada

Desde el primer caso resuelto por la Corte IDH en materia de reparaciones (Velázquez Rodríguez) hasta el más reciente (Garzón Guzmán) publicado a la fecha en que se consolida este estudio, el concepto de parte lesionada ha sido el punto de partida en materia de reparaciones; sin embargo, como veremos, dicho concepto ha venido desarrollándose de manera progresiva. En dichos casos la Corte sostuvo:


3. La Corte es competente para disponer el pago de una justa indemnización a la parte lesionada en el presente caso porque Honduras ratificó la Convención el […]24

***

98. Este Tribunal reitera que se considera parte lesionada, en los términos del artículo 63.1 de la Convención, a quien ha sido declarada víctima de la violación de algún derecho reconocido en la misma.25



Como puede advertirse de la lectura de los dos criterios, mientras que en el caso Velázquez Rodríguez el concepto de parte lesionada se refiere a las personas a quienes les será pagada la justa indemnización por el Estado esto es, a los familiares del señor Manfredo Velázquez Rodríguez, en el estándar actual (del caso Garzón Guzmán, también sobre la desaparición forzada de personas) la parte lesionada, explícitamente se hace coincidir con las personas que han sido reconocidas como víctimas directas y con sus familiares.26

Así, destaca el hecho de que en la sentencia de reparaciones del caso Velázquez Rodríguez, la Corte IDH sostiene claramente que la justa indemnización “comprende la reparación a los familiares de la víctima de los daños y perjuicios materiales y morales que sufrieron con motivo de la desaparición forzada de Manfredo Velásquez”;27 lo anterior es el resultado de lo establecido en la sentencia de Fondo en la que, pese a que se declararon violados los derechos a la vida, a la integridad y a la libertad personales del señor Velázquez Rodríguez, se “[d]ecide que Honduras está obligada a pagar una justa indemnización compensatoria a los familiares de la víctima”.28

Esta exclusión de las víctimas directas como parte lesionada es rápidamente superada por la Corte IDH en el Caso Aloeboetoe vs. Suriname, en el que la Corte IDH sostiene que “[l]os daños sufridos por las víctimas hasta el momento de su muerte dan derecho a una indemnización. Ese derecho de las víctimas se transmite por sucesión a sus herederos”.29 En este caso, teniendo a la vista el derecho consuetudinario saramaca la Corte reconoció, por ejemplo, como familiares del señor Daison Aloeboetoe a sus dos esposas (Wenke y Aingifesie) y a sus tres hijos (Podini, Maradona y Leona).

Unos meses después, en el caso Gangaram Panday, luego de un complejo debate probatorio, la Corte IDH reconoció como víctima al señor Asok Gangaram Panday y dejo asentado que “habiendo fallecido la víctima, resulta imposible garantizarle el goce de su derecho o reparar integralmente las consecuencias de la medida violatoria del mismo. De allí que proceda, de acuerdo con la señalada norma, el pago de una justa indemnización”.30 Este criterio fue ampliado en los casos El Amparo vs. Venezuela31 y Neira Alegría y otros vs. Perú,32 en los que la Corte incluyó una suerte de reconfiguración del rol de los familiares (al parecer “iure propio” y no sólo “iure hereditatis”) incluyendo también la categoría de dependientes. Al respecto sostuvo la Corte IDH:


Por no ser posible la “restitutio in integrum” en caso de violación del derecho a la vida, resulta necesario buscar formas sustitutivas [33] de reparación en favor de los familiares y dependientes de las víctimas, como la indemnización pecuniaria. Esta indemnización se refiere primeramente a los perjuicios sufridos y como esta Corte ha expresado anteriormente, éstos comprenden tanto el daño material como el moral.



En el caso Genie Lacayo, la Corte IDH retoma de su homóloga europea la importante doctrina convencional del plazo razonable como elemento para analizar la duración de los procedimientos, en tanto cuestión de debido proceso y acceso a la justicia. Este caso se refiere a la posible ejecución de un niño [Jean Paul Genie Lacayo] al parecer a manos de algunos integrantes de la escolta del general Humberto Ortega Saavedra.34 La Corte no tenía competencia ratione temporis para conocer de las violaciones al derecho a la vida y a la integridad personal, pero sí pudo conocer las que denominó “violaciones de carácter procesal” declarando que “el Estado de Nicaragua ha violado en perjuicio de Raymond Genie Peñalba el artículo 8.1 de la Convención, en conexión con el artículo 1.1 de la misma”;35 es pues, el padre del niño la única parte lesionada, quedando fuera la propia víctima directa (niño de 16 años), su madre y el resto de la familia, pese a que la Corte sí se refiere al niño como víctima36 y a que desde su demanda la CIDH había referido a la familia como lesionada.

Contrasta este criterio con el adoptado el mismo día (29 de enero de 1997) por la Corte IDH en el Caso Caballero Delgado y Santana vs. Colombia en el que, pese a no tenerse certeza de la identidad de una de las víctimas directas (María del Carmen Santana), la Corte ordenó una reparación a su “pariente más cercano” que naturalmente tampoco se conocía y debería identificarse por el Estado en cumplimiento de la sentencia; mientras que, para los familiares de Isidro Caballero (su compañera permanente María Nodelia, su hija Ingrid Carolina y su hijo Iván Andrés) la Corte les reconoció implícitamente como parte lesionada y ordenó medidas de reparación pecuniaria por los daños materiales que les fueron causados por la muerte de su compañero y padre.

El Caso Benavides Cevallos vs. Ecuador resulta de especial interés para conceptualizar el estatus de víctima y de parte lesionada ante la Corte IDH, en los términos que lo hemos venido proponiendo. En dicho caso se tuvo acreditado que Consuelo Benavides Cevallos fue arrestada y detenida ilegal y arbitrariamente, torturada y asesinada por agentes del Estado. En este caso, los hermanos de la víctima directa (Nelly y Alfonso), comparecieron ante la Corte a manifestar que los únicos beneficiarios de la reparación patrimonial que se llegare a acordar ante la Corte IDH deberían ser su madre y su padre (Sofía Rosa y Luis Darío), a quienes el Estado ecuatoriano pagó efectivamente una indemnización por el daño emergente, el lucro cesante y el daño moral irrogados, comprometiéndose a impulsar el combate a la impunidad en el caso y a que, por intermedio de la Procuraduría General del Estado, oficiará al Ministerio de Educación y Cultura y a los municipios del país para que, en ejercicio de sus atribuciones legales, pongan el nombre de la señorita Consuelo Benavides Cevallos en calles, plazas o escuelas, acogiendo el pedido de sus padres.

Este es un caso en el que, gracias a los buenos oficios de la CIDH, bajo un enfoque de justicia restaurativa (mediación),37 se logró una responsabilización del Estado, una definición clara de quiénes deberían ser tenidos como parte lesionada y el compromiso del Estado de adoptar otras medidas más allá del pago de una suma de dinero como indemnización compensatoria.

En el Caso Garrido y Baigorria vs. Argentina, la Corte IDH dejó claramente establecido que ante la muerte de la víctima, el derecho a la indemnización por los daños sufridos por ésta hasta el momento de su muerte se transmite por sucesión a sus herederos [“iure hereditatis”] y que, por el contrario, los daños provocados por la muerte a los familiares de la víctima o a terceros pueden ser reclamados fundándose en un derecho propio [iure propio].38 Criterio que, como referimos antes, parecía delinearse en los casos El Amparo y Neira Alegría, pero que ahora explícitamente se enuncia bajo este enfoque de que los familiares pueden reclamar (por derecho propio —iure propio—) los daños que a ellas y ellos les sobrevenga y no sólo “iure hereditatis”39 por los daños sufridos por la víctima directa.

Así, por ejemplo, respecto del señor Adolfo Garrido, la Corte estableció que su madre era “la heredera de su hijo. Los hermanos de la víctima son tenidos como sus familiares y tendrán derecho a recibir una indemnización en la medida en que cumplan los requisitos fijados por la jurisprudencia de este Tribunal”.40 De otro lado, sobre el señor Raúl Baigorria, la Corte tuvo a bien establecer que además de sus familiares identificados (hermanos) debía considerarse que aquél manifestó ante autoridades del Estado que tenía dos hijos y que dicha manifestación “implica el reconocimiento de sus dos hijos extramatrimoniales. El derecho internacional se caracteriza por no requerir formalidades especiales para dar validez a un acto y, en este sentido, cabe recordar que incluso las manifestaciones verbales son válidas en el derecho de gentes”.41
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